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informes de los estados miembros acerca de la implementación del PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN
DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES, INCLUYENDO
A LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y SUS FAMILIAS

[AG/RES. 2141 (XXXV-O/05)]

(Costa Rica)

PRESENTACIÓN DE COSTA RICA

LA EXPERIENCIA NACIONAL EN MATERIA MIGRATORIA

LA PERSPECTIVA DE DERECHOS HUMANOS EN EL TRATAMIENTO
DE LA CUESTIÓN MIGRATORIA.

LOS RETOS COSTARRICENSES

Buenos días:

Durante la última década en todos los foros internacionales se ha reiterado el carácter global de la migración y la necesidad de abordar este fenómeno desde una perspectiva también global como uno de los temas sociales, políticos y económicos de mayor relevancia en el mundo; destacando los retos que debemos enfrentar y las ventajas que debemos en conjunto maximizar.

El vínculo entre desarrollo y migración, el impacto de la globalización, la creciente feminización del tema migratorio y la necesidad de un tratamiento y abordaje de este complejo tema desde una perspectiva humana y de derechos humanos es una constante sobre la que debemos insistir en todo momento.

Permítanme entonces dentro de este marco, hacer una breve referencia sobre la situación de mi país:

Históricamente Costa Rica ha sido un país valorado positivamente por la comunidad internacional, por tener condiciones que permiten el desarrollo personal y una buena calidad de vida, lo que implica que se ubica como un destino importante para personas exiliadas de sus países en busca de refugio, para personas con necesidades económicas y de supervivencia que buscan trabajo, para personas desplazadas por desastres naturales y para todas aquellas personas que sin tener un motivo negativo que los obligue, deciden vivir y crecer en Costa Rica.

A pesar de ser un país geográficamente pequeño y en vías de desarrollo, la  División de Población de las Naciones Unidas nos ubica en noveno lugar con la tasa más alta de migrantes; por debajo de países con alta calidad de vida y desarrollo humano como Francia, Estados Unidos, Alemania y Australia,   y en América Latina como el primer receptor con el índice más alto; lo que explica el por qué este tema reviste especial importancia para nosotros.

Datos de la Dirección General de Migración y Extranjería, indican que la totalidad de trámites de legalización para residir en Costa Rica supera los 600.000 expedientes y los requerimientos diarios de trámites generales referidos a extranjeros crece en números de 300 a 400 por día. 

Para el 2006 había en el país más de 289  mil residentes permanentes, la población refugiada rondaba las 14 mil personas, de las cuales 10.413 eran ciudadanos colombianos, es decir más de un 65 % del total y con respecto a la población extranjera en situación irregular, se hacían estimaciones que rondaban los 130 mil; para un total cercano a los 450 mil inmigrantes, en un país de 4 millones de habitantes, de un 11% de presencia de población extranjera.  Paralelamente ‍a ello, nuestro país recibe más de un millón y medio de turistas anualmente.

Este flujo constante generado por extranjeros de diversas nacionalidades (nicaragüenses, colombianos, peruanos, cubanos, chinos y estadounidenses entre otros), ejerce una gran presión en los diferentes sectores de la sociedad que deben dar respuesta sin distinción de procedencia, a las necesidades que demanda la convivencia social.

El aumento persistente de la población extranjera que habita en el territorio nacional, -la mayoría en condición irregular y por ende imposibilitada para participar en el desarrollo y sostenibilidad del sistema en su conjunto-, ha obligado a las autoridades del Gobierno de la República a plantear un nuevo marco de orientaciones políticas y jurídicas sobre el tema migratorio, que permitan realizar una profunda transformación del sistema de gestión migratoria en el país, de cara a las necesidades y retos que implica recibir y albergar a una siempre creciente población migrante.  

Es fundamental además, que estas políticas sean acordes y consecuentes con los compromisos asumidos reiteradamente por el país en materia de Derechos Humanos y que permitan generar un marco de referencia que garantice el cumplimiento de los derechos y de los deberes que le asisten a la población migrante en carácter temporal o permanente en nuestro país.  Debemos contar con una política migratoria integral que permita dar respuestas más efectivas frente a los nuevos retos, dentro de un contexto de respeto a los derechos humanos y a la dignidad de las personas.  

Esto ha llevado ‍a las autoridades competentes a adoptar una transformación al sistema de gestión migratoria de cara al siglo XXI, reconociendo y fomentando las migraciones internacionales ordenadas como un factor de desarrollo y propiciando paralelamente los mecanismos que permitan  prevenir y desestimular los flujos desordenados e irregulares.  Necesitamos desarrollar políticas, estrategias, proyectos y acciones en esta materia, que nos permitan absorber e incorporar la población migrante al aparato generador de riqueza del país, dentro de un marco legal de respeto a sus derechos y a su inserción en la seguridad social costarricense. Esta construcción debe también contribuir a la “gobernabilidad” de la migración y a su impacto en la comunidad que los recibe.

Desde el punto de vista legal, se requiere un entorno migratorio  flexible. No debe apostarse solo al concepto seguridad nacional que implica necesariamente deportaciones masivas y exigencias de regularización bajo parámetros tan estrictos que imposibilitan su cumplimiento para un importante sector de la población migrante tal y como ocurre en otros países del orbe.  

El mayor desafío consiste en elaborar una legislación garantista, contraria a toda forma de discriminación cuyos mecanismos legales de control se dirijan sobre todo a la prevención de ingreso a territorio costarricense de extranjeros cuestionados o con antecedentes delictivos.  Es así como una estrategia positiva para asegurar que la legislación tenga resultados tangibles para aquellos a los que tendría que proteger ha de contar con dos elementos: en primer lugar, debe tener como objetivo incrementar, a través de la sensibilización y la concienciación, la observancia del principio de igualdad de trato.  En segundo lugar debe asegurar que existe un sistema de coerción eficiente para todos aquellos que, a pesar de estos esfuerzos, no cumplen con la ley.

La calidad de la normativa depende esencialmente de su aplicabilidad y esto solo se logra con la incorporación al proceso normativo, de la experiencia y puntos de vista de las personas directamente relacionadas y directamente afectadas (organizaciones empresariales y sindicales, ONGs; instituciones estatales; organizaciones civiles, iglesia, etc.).  Es preciso que estas agrupaciones estén informadas, que sean consultadas y participen efectivamente en el proceso de formación y aplicación de la ley.

Es por ello que el actual gobierno se abocó, mediante un trabajo integral, a obtener un consenso sobre las propuestas y reformas que distintas organizaciones nacionales e internacionales consideraban que era indispensable introducirle a la actual legislación migratoria. 

Para alcanzar esta meta se requirió meses de trabajo por parte de las autoridades gubernamentales, en estrecha y permanente consulta con las instancias expertas en la defensa de los derechos humanos y fundamentales, como la Defensoría de los Habitantes y la secretaría que esta ejerce; para convocar y reunir al Foro Permanente de Población Migrante, la Iglesia Católica y otras congregaciones religiosas, universidades estatales, cámaras Empresariales y otras organizaciones de la Sociedad Civil, que con su aporte generaron las variaciones necesarias para combinar la realidad nacional, económica y legal, con un marco jurídico que permitiera enfrentar los movimientos migratorios que se desenvuelven cotidianamente en nuestro país.  Este proyecto de ley será presentado en los próximos días ante nuestro Congreso.

Los principios inspiradores de esta propuesta pueden resumirse de la siguiente manera:

Como base de estos principios la protección de los derechos humanos de los migrantes. Ello, no sólo implica un deber moral sino que también permite abordar con pragmatismo una serie de aspectos vinculados a la migración tales como el derecho ‍a la libre circulación; derecho ‍a la justicia; protección de los derechos laborales de los migrantes y sus familias; derecho al acceso a ‍ la seguridad social; derecho a la identidad cultural y el derecho a ‍ la libre asociación.

En el tema normativo se trabajó específicamente en:

Posibilitar que la legislación migratoria se convirtiera en un instrumento clave para la lucha contra la corrupción, implementando cambios técnicos que faciliten los controles, la agilidad y flexibilidad en los trámites, para incentivar la regularización y el cumplimiento de los deberes y responsabilidades de la población migrante que habita o pretende habitar en el país.

Adecuar el texto jurídico de la ley a los compromisos adquiridos por el país mediante tratados y Convenios Internacionales principalmente en materia de Derechos Humanos. Específicamente controles y sanciones en materia de trata y tráfico de personas para fines comerciales y otras formas de explotación, resguardo y protección a personas víctimas de movilizaciones forzosas y que requieren de refugio en nuestro país, cumplimiento en todos los aspectos que involucre el quehacer migratorio con respecto al Interés Superior del Niño, Igualdad y Equidad entre géneros, edades y procedencias étnicas y sociales.

Instaurar un nuevo Modelo Migratorio que legalice el proceso de integración de la población migrante a través de su cotización a la seguridad social y su participación en obras de bien social a escala comunal, incentivando la transferencia de conocimientos que permita el desarrollo social de las comunidades en donde se ubican las personas extranjeras.

Mejorar el control migratorio mediante la tipificación del delito de tráfico internacional de personas así como sus agravantes en casos de violación de los Derechos Humanos de las víctimas y la especial protección de éstas. Esto conlleva una coordinación y enlace con instancias estratégicas que posibiliten la detención de grupos de crimen organizado que se valen de las vulnerabilidades migratorias para permanecer y operar en el país, lo cual implica en el futuro un riesgo para el desarrollo sociocultural que naturalmente debe tener un país.

Instaurar un sistema colegiado de toma de decisiones mediante la constitución legal de la Comisión de Visas y la ampliación de actores sociales en el Consejo de Administración del Fondo Especial de Migración, para facilitar la trasparencia en las decisiones y políticas de carácter migratorio.

Simplificar los trámites mediante la autonomía funcional administrativa y potenciar el desarrollo e implementación de tecnologías que imposibiliten los delitos de corrupción, agilizando y facilitando los trámites, aumentando los controles y mejorando la calidad de los servicios prestados.

Crear un estatuto laboral migratorio que mejore las calificaciones del personal y su adaptación al medio.

Impulsar la flexibilidad laboral en pro de las garantías y derechos de la población migrante y la posibilidad de reorientar a la población migrante que labora en el país hacia las necesidades reales que las mismas instancias competentes recomienden para tales efectos.

Implementar una nueva figura denominada Canon Migratorio que permita captar recursos para destinarlos a los sectores sociales en los cuales mayormente impacta la población migrante, lo cual implicaría reforzar el sistema de aporte solidario que opera en el país hace muchos años atrás.

Desde el punto de vista operativo, se tomaron en cuenta instrumentos para:


El tratamiento del fenómeno no solo unilateralmente sino al amparo de acuerdos bilaterales y multilaterales que permitan administrar las consecuencias del fenómeno migratorio con una mayor orientación estratégica en la que se involucren tanto los países de origen como los de destino y tránsito;
El discurso público tendente ‍‍ a ‍ la aceptación positiva de los migrantes y ‍ reconocer el aporte que realizan tanto ‍ las sociedades de origen como de acogida.
La inauguración del primer albergue para población migrante en condición irregular, cumpliendo con todos los requerimientos exigidos por la legislación internacional relacionada con el tema de protección de los derechos humanos de los migrantes; con capacidad para 150 personas. El albergue cuenta con sectores diferenciados para hombres, mujeres y núcleos familiares, baños, camarotes, tres tiempos de alimentación, una sección común y personal capacitado.  En el caso de los menores que viajan solos se estableció un protocolo de atención en conjunto con las autoridades del Patronato Nacional de la Infancia, que hace que este segmento poblacional no sea atendido en el Albergue sino en aquellos del propio PANI.
La implementación de protocolos para el manejo de casos masivos de tráfico de migrantes como los acontecidos recientemente con dos embarcaciones abandonadas en alta mar, en las que viajaban 198 migrantes víctimas de ese fenómeno, provenientes de Perú, Ecuador y China; y frente a‍ los cuales Costa Rica, en estricto apego ‍ la normativa internacional referida ‍a razones humanitarias, aseguró a‍ las víctimas su trasladado a tierra firme, alojamiento, alimentación y transporte a su país de origen.
La reactivación de la Coalición de Trata de Personas la cual presido a partir del mes de setiembre del 2006, como otro avance importante de esta Administración en lo que a materia de migrantes se refiere.
Tal y como se desprende de lo expuesto, para países como Costa Rica, el discurso que tiende a caracterizar el fenómeno migratorio como un fenómeno norte-sur ha dejado de ser único y la variable sur-sur debe ser igualmente considerada en todas sus facetas e implicaciones.  En este sentido uno de los mayores retos para un país en desarrollo como lo es Costa Rica, nación que represento y que se ha convertido en un masivo destino de migrantes, es atender debidamente el incremento en la demanda de servicios fundamentales para el desarrollo de una vida digna de toda su población, incluyendo a‍ ‍los migrantes.  Esto hace todavía mayor el desafío que debe afrontar nuestro gobierno.

Como país comprometido con la promoción y defensa de los derechos humanos, estamos convencidos de que toda legislación y política migratoria debe ser garantista, contraria a toda forma de racismo y discriminación, frontalmente opuesta a la xenofobia y promotora de una interacción positiva que maximice los beneficios cotidianos entre nacionales y extranjeros migrantes.

Al mismo tiempo es clara la obligación del Estado de garantizar la seguridad y el bienestar de sus habitantes, para lo que deberá tomar las medidas, en el marco del Estado de Derecho, para evitar el ingreso y la permanencia de extranjeros con antecedentes o comportamientos delictivos que pongan en riesgo la seguridad ciudadana.

Este es un equilibrio difícil de lograr.  Para alcanzarlo Costa Rica ha identificado como fundamentales pero no exclusivos, tres aspectos:

Primero:  El fenómeno migratorio debe ser tratado nacionalmente a partir de una convocatoria de todos los sectores relacionados y afectados positiva o negativamente, evitando la tentación de capitalizaciones políticas a corto plazo y privilegiando una aproximación garantista y humanitaria.
Segundo: La comunidad internacional debe tomar acción concertada y efectiva para que la migración se desarrolle de forma ordenada, segura y respetuosa de los derechos humanos de todas las personas;
Tercero: La comunidad internacional debe privilegiar enfoques de cooperación y desarrollo en los que el centro de atención sea el individuo y su bienestar.  El cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio son un requisito importante aunque no suficiente.

Señoras y señores, sabemos que se requiere un conocimiento y comprensión profundos de las repercusiones sociales, económicas e institucionales de la migración tanto en los países de destino como en los de origen y tránsito. Costa Rica está haciendo grandes avances en el esfuerzo nacional, pero el logro de estos objetivos exige un elevado grado de coordinación y colaboración de parte de todos los sectores también a‍ ‍ nivel internacional.  

Tengamos presente que toda aproximación al tema migratorio, sus causas y consecuencias en la región de América Latina y El Caribe deben tener presente que alrededor del 90% de los latinoamericanos que viven en extrema pobreza viven en los países de ingreso medio, por lo que las prioridades en términos de cooperación internacional deben reflejar esta realidad.

Muchas gracias.
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